
 

 

********** (1). 

VS. 

SÍNDICA PROCURADORA DEL 
AYUNTAMIENTO DE TIJUANA, 

BAJA CALIFORNIA. 
EXPEDIENTE 63/2019 S.E. 

 

Mexicali, Baja California, a treinta de septiembre de 

septiembre de dos mil veinte. 
 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara la nulidad de la 

resolución impugnada con fundamento en el artículo 83, fracción 

IV, de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja California, al no acreditarse las faltas 

administrativas imputadas a la parte actora. 

 

GLOSARIO: Se invocan autoridades y normas 

conforme a las siguientes denominaciones:  

 

Ley del Tribunal 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California.  

Tribunal 
Tribunal Estatal de Justicia Administrativa 

de Baja California. 

Ley de Responsabilidades 

Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado de Baja 

California. 

Reglamento de Rótulos 

Reglamento de Rótulos, Anuncios y 

Similares para el Municipio de Tijuana, 

Baja California. 

Síndica Procuradora 
Síndica Procuradora del Ayuntamiento de 

Tijuana, Baja California. 

Código Civil Adjetivo 
Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de Baja California. 

Código de Procedimientos Penales 

Código de Procedimientos Penales para el 

Estado de Baja California, publicado en el 

Periódico Oficial del Estado de Baja 

California el veinte de agosto de mil 

novecientos ochenta y nueve. 

Sala Especializada 

Sala Especializada en materia de 

Responsabilidades Administrativas y 

Combate a la Corrupción. 

 

 Enseguida se procede a emitir sentencia en el juicio, y  

 

R E S U L T A N D O: 

 

I.- Que el doce de abril de dos mil diecinueve la parte 

actora interpuso ante la Sala Auxiliar de este Tribunal, demanda 

de nulidad contra la resolución de primero de abril del mismo año 

emitida por la Síndica Procuradora en el procedimiento de 

responsabilidad administrativa ********** (2), mediante la cual 

le impuso sanción consistente en inhabilitación para desempeñar 



 

 

un empleo, cargo o comisión en el servicio público por el término 

de un año, radicándose bajo número de expediente 1313/2019 

S.A. 

 

II.- Que en acuerdo emitido el veinte de mayo de dos 

mil diecinueve el Titular de la Sala Auxiliar admitió la demanda, 

teniéndose como autoridad demandada a la Síndica Procuradora, 

quien al contestarla sostuvo la validez de la resolución impugnada.  

 

III.- Que el cinco de agosto de dos mil diecinueve se 

celebró la audiencia de pruebas y alegatos conforme a lo 

dispuesto en el artículo 80 de la Ley del Tribunal, quedando 

cerrada la instrucción del presente juicio.  

 

IV.- Que en proveído de cinco de noviembre de dos mil 

diecinueve, la Sala Auxiliar de este órgano jurisdiccional ordenó 

remitir a esta Sala Especializada los autos del presente juicio, en 

cumplimiento al acuerdo de Pleno de veintidós de octubre de la 

citada anualidad. 

 

V.- Que en auto de once de noviembre de dos mil 

diecinueve se tuvieron por recibidos los autos del presente juicio 

por parte de esta Sala Especializada, radicándose bajo número de 

expediente 63/2019 S.E., por lo que se está en condiciones de 

resolver la controversia planteada en el juicio; y 

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Especializada es 

competente para resolver el presente juicio, con fundamento en el 

acuerdo de Pleno de este Tribunal de fecha veintidós de octubre de 

dos mil diecinueve, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 

cuatro de noviembre del mismo año, por el cual se ordena a las 

Salas Ordinarias y Auxiliar remitir a la Sala Especializada los 

expedientes radicados en dichas Salas desde el primero de enero 

de dos mil dieciocho al veintitrés de octubre de dos mil diecinueve, 

fecha de instalación de la Sala Especializada, en los que los actos o 

resoluciones impugnados correspondan a la competencia exclusiva 

de la Sala Especializada. 

 

Es así que, con fundamento en los artículos 1 y 23, 

fracción II, inciso c, de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California, se surte la 

competencia de esta Sala Especializada para resolver el presente 

juicio, tomando en consideración que la resolución impugnada 

emana de una autoridad de la administración pública municipal y 



 

 

es de las que se dictan en materia administrativa respecto a la 

imposición de sanciones administrativas a los servidores públicos. 

 

SEGUNDO. Existencia de la resolución impugnada. 

La existencia de la resolución impugnada quedó debidamente 

acreditada en autos con la copia certificada que exhibió la 

autoridad demandada, visible a fojas 517 a 555, así como por el 

reconocimiento expreso de la autoridad demandada, lo cual hace 

prueba plena de su existencia con fundamento en los artículos 

285, fracciones I y III, 322, fracción V, 323, 400 y 405, del Código 

Civil Adjetivo, de aplicación supletoria en materia contencioso 

administrativa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30, 

tercer párrafo, de la Ley del Tribunal. 

 

TERCERO. Procedencia. Al no haberse hecho valer 

por las partes alguna causa de improcedencia, ni advertirse de 

oficio la existencia de estas, el juicio contencioso resulta 

procedente en contra de la Síndica Procuradora.   

 

CUARTO. Motivos de inconformidad. Por cuestión de 

técnica jurídica, se procede a reseñar lo expuesto en el quinto 

motivo de inconformidad hecho valer por la parte actora en su 

escrito de demanda, el cual, de resultar fundado, le depara un 

mayor beneficio, ya que puede conducir a la nulidad lisa y llana del 

acto impugnado. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, lo pronunciado por el 

Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 

del Décimo Sexto Circuito, en la tesis de jurisprudencia 

XVI.1o.A.T. J/9, cuyo contenido es el siguiente: 

 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS 

QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL 

ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO 

PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). El 

artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición 

de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las 

autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo 

hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno 

de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, 

entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las 

cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de 

pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción 

I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, 

establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el 

dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. 

Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición 

expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos 

de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso 



 

 

Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos 

los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del 

actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y 

llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un 

mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad 

los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de 

acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud 

que ésta encierra. 

 

Época: Novena Época; Registro: 166717; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; 

Tomo XXX, Agosto de 2009; Materia(s): Administrativa; Tesis: XVI.1o.A.T. J/9; Página: 

1275. 

 

 Alega la parte actora en el referido motivo de 

inconformidad, en esencia, lo siguiente:  

 

- Que la autoridad demandada realizó una incorrecta 

valoración de las pruebas que dieron origen al procedimiento de 

sanción, debido a que al estar nulamente valoradas las pruebas, 

no existe elemento de convicción idóneo que acredite que incurrió 

en responsabilidad administrativa. 

 

- Que los elementos de convicción en los que se apoya 

la autoridad demandada no tienen valor jurídico para establecer 

como ciertos los hechos y conclusiones que en ellos se consignan, 

dado que no fueron valorados de forma individual ni se estableció 

su alcance probatorio conforme a las disposiciones aplicables del 

Código de Procedimientos Penales de Baja California; que mucho 

menos se fundamentó y motivó si tienen el carácter de documento 

público o si fue emitido por funcionario competente y en ejercicio 

de sus funciones y si lo informado se encuentra acreditado y 

soportado con pruebas válidas e idóneas. 

 

- Que del análisis que se haga del expediente 

administrativo se apreciará que no existen elementos de 

convicción suficientes y eficaces para determinar una sanción en 

su contra, ni para tenerse como ciertas y legales las imputaciones 

que se hicieron en el acuerdo de inicio de procedimiento de 

responsabilidad administrativa. 

 

- Que la resolución impugnada es ilegal y violatoria del 

artículo 16 Constitucional, debido a que la Síndica Procuradora 

realizó una incorrecta e insuficiente motivación y valoración de las 

pruebas aportadas dentro del procedimiento administrativo, 

traduciéndose ello en indebida motivación en su aspecto material. 

 

- Que en la resolución nunca se hace referencia a las 

pruebas ofrecidas ni se les confiere valor probatorio pleno de 

conformidad a las disposiciones establecidas por los artículos 212, 



 

 

213, 214, 215 y 223 del Código de Procedimientos Penales, 

además de que no precisa su alcance ni que se acredita con los 

medios de convicción. 

 

- Que ilegalmente se determinó responsabilidad 

administrativa sin haber realizado un estudio de su declaración de 

manera objetiva y pormenorizada, ignorando la reglamentación en 

ella transcrita, con lo que se prueba que no existió omisión de su 

parte, lo cual quedó demostrado, dado que en el periodo que 

ocupó el cargo de Jefe del Departamento de Actividades 

Mercantiles del Ayuntamiento de Tijuana, el expediente de la 

cartelera se encontraba en el departamento jurídico para resolver 

sobre un recurso de reconsideración. 

 

- Que la demandada no respetó el principio de igualdad 

procesal dado que a las pruebas por ella ofrecidas les otorgó valor 

probatorio pleno y no verificó que los documentos privados 

reunieran los requisitos para su validez ni su  originalidad. 

 

QUINTO.- Estudio del quinto motivo de 

inconformidad.  

 

Es fundado y suficiente para declarar la nulidad de 

la resolución impugnada lo alegado por la parte actora, en el 

sentido de que no existen elementos de convicción eficaces para 

determinar responsabilidad administrativa y sanción en su contra. 

 

En primer orden, se precisa la responsabilidad 

administrativa atribuida a la parte actora, la cual conforme al 

contenido de la resolución impugnada, visible a fojas 531 y 532, 

de eficacia demostrativa plena, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 285, fracción III, 322, fracción V, 323 y 405 del Código 

Civil Adjetivo, de aplicación supletoria, con fundamento en el 

artículo 30, tercer párrafo, de la Ley del Tribunal, consistió en lo 

siguiente: 

 

Incumplimiento a las obligaciones previstas en el 

artículo 46, primer párrafo y fracción XXV, de la Ley de 

Responsabilidades, ésta última fracción en relación con el artículo 

46 del Reglamento de Rótulos. 

 

Los artículos aludidos establecen lo siguiente:  

 

Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos de 
Baja California 

 
“Artículo 46.- Todo servidor público debe desempeñar su 

función, empleo, cargo o comisión observando siempre los 
principios de Legalidad, Honradez, Lealtad, Imparcialidad y 



 

 

Eficiencia, actuando dentro del orden jurídico, respetando en todo 

momento la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Baja California y las Leyes, Decretos y Acuerdos que de una y 
otra emanen. 
 

En tal virtud, los servidores públicos tienen las siguientes 
obligaciones: 

 
(…) 
 

XXV. Las demás que establezcan las leyes, reglamentos y 
disposiciones administrativas.” 

 
Reglamento de Rótulos, Anuncios y Similares para el 
Municipio de Tijuana, Baja California 

 
“ARTICULO 46.- Las licencias para la colocación, instalación, 

cambio o recontrucción de un anuncio tendrán vigencia por un 
año calendario a partir de la fecha de su expedición. La Autoridad 

Municipal podrá renovar dichas licencias previo pago de derechos. 
Los propietarios de los anuncios deberán iniciar el trámite de 
renovación de licencia, con anticipación a su vencimiento misma 

que le será otorgada en caso de prevalecer satisfactoriamente las 
condiciones de estabilidad y conservación del anuncio, así como 

la relación contractual entre el propietario del anuncio y el del 
inmueble de ser el caso. 
 

Vencida la licencia y no habiéndose renovado, el anuncio 
deberá ser retirado por el titular del mismo o por la persona física 

o moral responsable del mismo, y en su defecto, por el 
propietario del predio donde se encuentra instalado, de 
conformidad con el plazo fijado por la autoridad municipal 

correspondiente el cual no deberá exceder de 30 días hábiles. En 
caso de no hacerlo, el anuncio será retirado por el propio 

municipio a costa del (los) responsable (s), quienes 
responderán de manera solidaria cubriendo los gastos originados 
con los actos de remoción, demolición o clausura del mismo, por 

cualquier medio.” 
 

La autoridad administrativa determinó que se 

incumplieron los citados preceptos legales, en razón de que la 

parte actora, en su carácter de Jefe del Departamento de 

Operatividad de Actividades Mercantiles del Ayuntamiento 

de Tijuana, Baja California, por el periodo de ocho de 

diciembre de dos mil dieciséis al veintidós de febrero de dos 

mil diecisiete, omitió realizar la cancelación de la licencia y retiro 

del  anuncio tipo cartelera luminosa número ********** (3) 

otorgada a la empresa ********** (4), de fecha de despachada 

de quince de abril de dos mil trece, cuya vigencia venció el quince 

de abril de dos mil catorce, en términos de lo dispuesto en el 

artículo 46 del Reglamento de Rótulos. 

 

Se transcribe parte de la resolución impugnada, en la que 

se advierte lo antes señalado (fojas 531 a 532 de autos): 

 

“La responsabilidad imputada al C. ********** (1), quien fungió 
como Jefe de Departamento de Operatividad de Actividades 



 

 

Mercantiles del H. XXIII Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, a 

partir del ocho de diciembre de dos mil dieciséis al veintidós de febrero 
de dos mil diecisiete y por la que se le instruyó el procedimiento 

administrativo disciplinario de manera concreta es la siguiente: 
 
Por la transgresión al Principio de Eficiencia, por parte del presunto 

responsable, quien se despeñó como Jefe de Departamento de 
Operativdad de Actividades Mercantiles del H. XXI Ayuntamiento de 

Tijuana, Baja California, del ocho de diciembre de dos mil dieciséis al 
veintidós de febrero de dos mil diecisiete; previstos en el artículo 46 
párrafo primero de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos del Estado de Baja California, al haber hecho caso omiso 
respecto del trámite de cancelación de licencia de anuncio tipo cartera 

luminosa, otorgada a la empresa ********** (4), con fecha de 
despachada el quince de abril de dos mil trece número ********** 
(3) ubicada en el inmueble sitio en ********** (5), cuya vigencia 

vencería un año después del quince de abril del dos mil trece, es decir 
el quince de abril del dos mil catorce, licencia que debió renovarse 

antes de la fecha de su vencimiento, lo que no sucedió incumpliendo 
con ello lo previsto por el artículo 46 del Reglamento de Rótulos, 

Anuncios y Similares para el Municipio de Tijuana, Baja California; 
infrigiendo asimismo la fracción XXV del artículo 46 de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Baja 

California, al violentar con su actuar lo establecido en el artículo 46 del 
Reglamento de Rótulos, Anuncios y Similares para el Municipio de 

Tijuana, Baja California toda vez que no obstante el exceso de tiempo 
transcurrido desde la fecha de vencimiento de la licencia otorgada a la 
persona moral ********** (4) respecto a la Cartelera Espectacular 

referida ocurrido el quince de abril del dos mil catorce omite su 
renovación, facultando ello al entonces Jefe del Departamento de 

Operatividad de Actividades Mercantiles, para proceder al retiro del 
anuncio luminoso del predio donde se encontraba instalada, obligación 
ignorada por el ahora presunto responsable.” 

 

Se reproduce la parte de la resolución impugnada 

relacionada con la falta administrativa a lo dispuesto en el primer 

párrafo del artículo 46 de la Ley de Responsabilidades (foja 532 de 

autos): 

 
“Luego entonces para estar en aptitud de establecer con exactitud si el 

presunto responsable infringió las disposiciones antes citadas, es 
pertinente analizar las hipótesis normativas por la que se instruyó el 
Procedimiento de Responsabilidad Administrativo siendo las siguientes: 

 
Artículo 46 párrafo primero de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado de Baja California, el cual dice: 
 
ARTICULO 46.- Todo servidor público debe desempeñar su función, empleo, cargo o 

comisión observando siempre los principios de Legalidad, Honradez, Lealtad, 
Imparcialidad y Eficiencia, actuando dentro del orden jurídico, respetando en todo 
momento la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Baja California y las Leyes, Decretos y 
Acuerdos que de una y otra emanen. 

 

Disposición incumplida por el presunto responsable al no acatar el 
Principio de Eficiencia, toda vez que este supone la habilidad y 

capacidad para alcanzar el objetivo de la Ley ejecutando de manera 
idónea las labores que a su cargo, lo que incluye inminentemente el 
llevar a cabo y procurar el respeto irrestricto a las disposiciones que 

moderan las facultades del servicio público, lo que no ocurrió pues 
como se ha expresado el ex servidor público incumplió la disposición 

antes referida, al haber omitido gestionar la cancelación de la licencia 
otorgada a la persona moral ********** (4), respecto a la Cartelera 
Espectacular localizada en el inmueble ubicado en ********** (5), 



 

 

con fecha de despachada el quince de abril de dos mil trece, misma 

que debió haber sido revalidada con quince días de anticipación a su 
vencimiento (quince de abril de dos mil catorce), anexando los 

documentos que refiere la normatividad aplicable para el caso, tal y 
como se indica en la mencionada licencia, así como la desatención en 
la gestión en la gestión de retiro del anuncio objeto del permiso 

referido, a la que se encontraba obligado realizar por la referida 
omisión de revalidación; lo anterior tomando en cuenta qu el artículo 

13 del Reglamento de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología 
Municipal de Tijuana, Baja California, establece que el Departamento 
de Actividades Mercantiles del cual estaba a cargo el hoy presunto 

responsable, tenía como función, la de atender, analizar, y 
dictaminar, autorizando o negando respecto a las solicitudes 

para instalación, reparación, o modificación de anuncios, 
carteleras, vallas, letreros y distribución de propaganda gráfica dentro 
del territorio municipal, así como para imponer las sanciones 

correspondientes y la de supervisar el cumplimiento de renovación de 
las licencias cuya vigencia se haya expedido por un año calendario a 

partir de la fecha de su otorgamiento, previo el pago de derechos, 
debiendo dar inicio al trámite los propietarios de los anuncios, con 

anticipación a su vencimiento; de lo que se advierte que si en el 
presente asunto no consta en autos dicho trámite de revalidación de 
licencia, una vez vencida la licencia otorgada objeto de este 

procedimiento de responsabilidad administrativo y agotado el plazo de 
treinta días hábiles; el ahora presunto responsable debió haber 

tramitado el retiro del multicitado anuncio a costa de los 
interesados quienes deberían de responder de manera solidaria 
los gastos originados por los actos de remoción, demolición o 

clausura tal y como lo establece el artículo 46 del Reglamento 
de Rótulos, Anuncios y Similares para el Municipio Tijuana, Baja 

California, circunstancia que fue incumplida por el presunto 
responsable, advirtiéndose en consecuencia la falta al Principio de 
Eficiencia por los motivos indicados anteriormente, que prevé el 

artículo 46 Párrafo Primero de la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos del Estado de Baja California, demostrados con los 

siguientes elementos de prueba:(…)” 
 

Por último, en relación a la falta administrativa a lo 

dispuesto en la fracción XXV del artículo 46 en cita, en relación con 

lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de Rótulos, consideró 

lo siguiente (fojas 534 a la 535 de autos): 

 
“Otro tanto cabe decir en relación a la infracción contenida en el 

artículo 46 fracción XXV de la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos del Estado de Baja California, relacionado con el 

artículo 46 del Reglamento de Rótulos, Anuncios y Similares para el 
Municipio de Tijuana, Baja California, que a la letra dicen: 
 
ARTÍCULO 46.- Todo servidor público debe desempeñar su función, empleo, cargo o 
comisión observando siempre los principios de Legalidad, Honradez, Lealtad, 
Imparcialidad y Eficencia, actuando dentro del orden jurídico, respetando en todo 
momento la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Baja California y las Leyes, Decretos y 

Acuerdos que de una y otra emanen. 
 
Fracción XXV.- Las demás que establezcan las leyes, reglamentos y disposiciones 
administrativas. 

 

Reglamento de Rótulos, Anuncios y Similares para el Municipio de 
Tijuana, Baja California 
 
ARTÍCULO 46.- Las licencias para la colocación, instalación, cambio o reconstrucción 
de un anuncio tendrán vigencia por un año calendario a partir de la fecha de su 
expedición. La Autoridad Municipal podrá renovar dichas licencias previo pago de 
derechos. Los propietarios de los anuncios deberán iniciar el trámite de renovación 



 

 

de licencia, con anticipación a su vencimiento misma que le será otorgada en 

caso de prevalecer satisfactoriamente las condiciones de estabilidad y conservación del 

anuncio, así como la relación contractual entre el propietario del anuncio y el del 
inmueble de ser el caso. 
 
Vencida la licencia y no habiéndose renovado, el anuncio deberá ser retirado 
por el titular del mismo o por la persona física o moral responsable del mismo, y en su 
defecto, por el propietario del predio donde se encuentra instalado, de conformidad 

con el plazo fijado por la autoridad municipal correspondiente el cual no deberá 
exceder de 30 días hábiles. En caso de no hacerlo, el anuncio será retirado por el 
propio municipio a costa del (los) responsable (s), quienes responderán de 
manera solidaria cubriendo los gastos originados con los actos de remoción, 
demolición o clausura del mismo, por cualquier medio. 

 

Disposiciones infringidas por el presunta responsable ya que de autos 
se advierte que omitió dar cumplimiento al artículo 46 del Reglamento 

de Rótulos, Anuncios y Similares para el Municipio de Tijuana, Baja 
California, en atención a que no obstante de que la Licencia de Anuncio 
Revalidación (********** (3)) expedida por la entonces Jefa del 

Departamento de Operatividad de Actividades Mercantiles, arquitecta 
********** (1), de fecha diez de abril del dos mil trece, a nombre de 

la persona moral ********** (4), relacionada con el anuncio referido 
en el mismo localizado en el inmueble ubicado en el ********** (5), 
cuya vigencia feneció un año después de su otorgamiento, misma que 

no fue renovada por quien legalmente tenía la obligación de hacerlo, 
dentro del término conferido para ello, por lo que en atención a lo 

anterior debió haber sido retirado conforme lo establece el precepto en 
cita, y no seguir en funcionamiento, hasta el día veintisiete de 
septiembre del dos mil dieciocho, fecha en que fue clausurado 

imponiendo los sellos respectivos, por los motivos que se expresan en 
el Acta Circunstanciada, levantada por el C. Inspector de la Dirección  

de Administración Urbana, visible a fojas 207 de autos, en 
cumplimiento a la diligencia ordenada mediante oficio ********** 
(6), suscrita por la Titular de la citada dependencia; de lo que se 

desprende que no obstante que la citada licencia había fenecido el 
quince de abril del dos mil catorce, el presunto responsable omitió dar 

trámite al retiro del anuncio en cuestión, no obstante que el artículo 46 
del Reglamento de Rótulos, Anuncios y Similares para el Municipio de 

Tijuana, Baja California, la facultaba para ello ante la falta de 
renovación, retirando del lugar en donde se encontraba el anuncio a 
costa de los responsables; Disposiciones infringidas por el presunto 

responsable ya que de autos se advierte que omitió dar cumplimiento 
al artículo 46 del Reglamento de Rótulos, Anuncios y Similares para el 

Municipio de Tijuana, Baja California, en atención a que no obstante de 
que la Licencia de Anuncio Revalidación (********** (3)) expedida el 
día diez de abril del dos mil trece, a nombre de la persona moral 

********** (4), relacionada con el anuncio referido en el mismo 
localizado en el inmueble ubicado en ********** (5), cuya vigencia 

feneció un año después de su otorgamiento (quince de abril del dos mil 
catorce), misma que no fue renovada por quien legalmente tenía la 
obligación de hacerlo, dentro del término conferido para ello, por lo 

que en atención a lo anterior debió haber sido retirado conforme lo 
establece el precepto en cita, y no seguir en funcionamiento, hasta el 

día veintisiete de septiembre del dos mil dieciocho, fecha en que fue 
clausurado imponiendo los sellos respectivos, por los motivos que se 
expresan en el Acta Circunstanciada, levantada por el C. Inspector de 

la Dirección de Administración Urbana, visible a fojas 207 de autos, en 
cumplimiento a la diligencia ordenada mediante oficio ********** 

(6), suscrita por la Titular de la citada dependencia; de lo que se 
desprende que no obstante que la cita licencia había fenecido el quince 
de abril del dos mil catorce, omitió iniciar el procedimiento que 

establece la normatividad aplicable para retirar el referido anuncio 
luminoso, no obstante que el artículo 46 del Reglamento de Rótulos, 

Anuncios y Similares para el Municipio de Tijuana, Baja California, lo 
facultaba para ello ante la falta de renovación, retirando del lugar 
donde se encontraba el anuncio a costa de los responsables; es de 

advertirse como se ha dicho que esta obligación le correspondía al ex 



 

 

servidor público, como Jefe del Departamento de Operatividad de 

Actividades Mercantiles, al tratarse de un procedimiento de 
revalidación de licencia, así como a la imposición de sanciones en caso 

de incumpliendo a las mismas, en atención a que se relaciona con una 
actividad propia de su cargo al atribuírsele el análisis, dictamen y 
autorización en su caso de las solicitudes de instalación, reparación o 

modificación de anuncios, lo que conlleva en consecuencia la 
supervisión y vigilancia de su revalidación, al derivarse como se ha 

dicho de una actividad relaciona con su gestión, así como el retiro de 
los citados anuncios para el caso como el que nos ocupa cuando estas 
licencia se encuentren vencidas y no hayan sido objeto de renovación, 

conforme lo previene el artículo 46 del Reglamento de Rótulos, 
Anuncios y Similares para el Municipio de Tijuana, Baja California, el 

cual fue transgredido por el presunto responsable, amén de que debió 
haber dado inicio el Procedimiento de Inspección y Vigilancia, previsto 
en los artículo 139, 140, 141, 142, 143 y 144 del Reglamento de 

Rótulos, Anuncios y Similares para el Municipio de Tijuana, Baja 
California, con el fin de verificar que se contaba con la licencia o 

permiso regla durante el tiempo que fungió como Jefe del 
Departamento de Operatividad de Actividades Mercantiles cargo que 

ocupo a partir del día ocho de diciembre del dos mil diecisiete al 
veintidós de febrero de dos mil diecisiete, y en caso de no ser así, 
iniciar el procedimiento de ejecución antes referido, incumplimientos 

demostrados con los siguientes elementos de prueba:(…)” 

 

De lo anterior, se advierte que, en específico, la 

autoridad le atribuye a la parte actora la omisión de 

cancelar la licencia del anuncio tipo cartelera otorgado a la 

persona moral ********** (4), ubicado en boulevard 

********** (5), así como el retiro del mismo. 

 

La parte actora niega que haya existido la falta 

atribuida, pues sostiene, que no se constituían los elementos que 

dan la figura de omisión, debido a que no hubo inactividad o 

abstinencia voluntaria por su parte, debido a que durante su 

periodo como Jefe del Departamento de Actividades Mercantiles se 

encontraba imposibilitado para emitir acción alguna, puesto que el 

expediente relativo a la cartelera espectacular se encontraba en 

estado procesal para resolver respecto el recurso tramitado ante el 

Tribunal Unitario de lo Contencioso Administrativo Municipal del 

Tijuana, Baja California. 

 

Antes de analizar las constancias de autos, es 

importante señalar que para estar en aptitud de sancionar a un 

servidor público por el incumplimiento a sus funciones, es 

condición necesaria que exista certeza de su obligatoriedad.  

 

Esto es así, pues para poder fincar responsabilidad 

administrativa, es necesario que el sujeto se encuentre legalmente 

vinculado a realizar la acción; si no existe el deber, no puede 

hablarse de responsabilidad administrativa, lo anterior, de acuerdo 

con lo dispuesto por el artículo 92, apartado A, fracción III, de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja 

California, que se transcribe: 



 

 

 

“ARTÍCULO 92.- Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados bajo las bases que 

previene esta Constitución y conforme a las reglas y procedimientos 
previstos por la Ley aplicable.  
 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones se desarrollarán 
autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta 

sanciones de la misma naturaleza. 
 

APARTADO A.- De las Sanciones. 
 

(…) 
 

III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por 
los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus 

empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en 
amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en 

sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y 

con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u 
omisiones. La Ley establecerá los procedimientos para la investigación y 
sanción de dichos actos u omisiones. 
 

(…)” 

Tratándose de omisiones, como en el caso de la presunta 

responsabilidad de la parte actora, estas se cometen cuando se 

inobserva una acción que el servidor público tenía la obligación de 

efectuar, conforme a las disposiciones legales, reglamentarias o 

normatividad interna y, que además, podía hacer, pues el autor de 

una infracción administrativa debe estar en condiciones de poder 

realizar la acción, ya que si no existe tal posibilidad, no puede 

hablarse de omisión. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis VI.3o.A.147 A, 

emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Sexto Circuito, de rubro y texto siguiente:  

 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA POR OMISIÓN DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. PRINCIPIOS QUE RIGEN SU 

CONFIGURACIÓN. En el terreno de la responsabilidad administrativa, 
la omisión, social y jurídicamente relevante, estará referida siempre a 
una acción determinada, cuya no realización constituye su existencia. 

No hay una omisión en sí, sino siempre y en todo caso, la omisión de 
una acción concreta. De aquí se desprende que el autor de una 

infracción administrativa debe estar en condiciones de poder realizar la 
acción; si no existe tal posibilidad, por las razones que sean, no puede 
hablarse de omisión. Omisión no es, pues, un simple no hacer nada, es 

no realizar una acción que el sujeto está en situación de poder hacer. 
Todas las cualidades que constituyen la acción en sentido activo 

(finalidad y causalidad), han de estar a disposición del sujeto para 
poder hablar de omisión. La omisión administrativa es, entonces, la 
omisión de la acción esperada. De todas las acciones posibles que un 

servidor puede realizar, al ordenamiento jurídico administrativo sólo le 
interesa aquella que la administración pública espera que el servidor 

haga, porque le está impuesto el deber legal de realizarla. La 
responsabilidad administrativa omisiva consiste, por tanto, 
invariablemente en la inobservancia de una acción fijada que el 

servidor tenía la obligación de efectuar y que, además, podía hacer; 



 

 

luego, ésta es, estructuralmente, la infracción de un deber jurídico. De 

esta suerte, lo esencial en esta responsabilidad es el incumplimiento 
de un deber, al omitir el servidor una acción mandada y, por tanto, 

esperada con base en el ordenamiento jurídico, con la puntualización 
de que la omisión también puede presentarse como una infracción de 
resultado, al vincularse el "dejar de hacer" a una consecuencia. 

 
Época: Novena Época; Registro: 183409; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; 
Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo 

XVIII, Agosto de 2003; Materia(s): Administrativa; Tesis: VI.3o.A.147 A; Página: 
1832.  

 

  Ahora bien, en relación a lo dispuesto en el artículo 46 

del Reglamento de Rótulos, reproducido líneas arriba, el cual, 

conforme a la resolución impugnada, presuntamente lo incumplió 

la parte actora, se advierte, en lo que interesa, lo siguiente:  

 

- Que las licencias para la colocación, instalación, 

cambio o reconstrucción de un anuncio tendrán vigencia por un 

año calendario a partir de la fecha de su expedición.  

 

- Que la autoridad municipal podrá renovar dichas 

licencias previo pago de derechos. 

 

- Que los propietarios de los anuncios deberán iniciar 

el trámite de renovación de licencia, con anticipación a su 

vencimiento misma que le será otorgada en caso de prevalecer 

satisfactoriamente las condiciones de estabilidad y conservación 

del anuncio, así como la relación contractual entre el propietario 

del anuncio y el del inmueble de ser el caso. 

 

- Que vencida la licencia y no habiéndose renovado, 

el anuncio deberá ser retirado por el titular del mismo o por la 

persona física o moral responsable del mismo y, en su defecto, por 

el propietario del predio donde se encuentra instalado de 

conformidad con el plazo fijado por la autoridad municipal 

correspondiente, el cual no deberá exceder de treinta días hábiles.  

 

- Que en caso de no realizar lo anterior, el anuncio será 

retirado por el propio municipio a costa del responsable, quien 

responderá de manera solidaria cubriendo los gastos originados 

con los actos de remoción. 

 

De lo anterior, se aprecia que el precepto en análisis 

establece una serie de condicionantes para que la autoridad 

municipal proceda al retiro del anucio, a saber:  

 

1) Que la licencia del anuncio esté vencida. 

 

2) Que la licencia del anuncio no se haya renovado. 

 



 

 

3) Que habiendo vencido la licencia y no se hubiere 

renovado, el titular del anuncio o el propietario del predio donde 

se encuentra instalado, no retire el anuncio.   

 

Por lo tanto, es evidente que a fin de acreditar la falta 

administrativa que se le imputó al actor, consistente en la omisión 

de iniciar la cancelación y retiro del anuncio inmueble ubicado en 

el predio identificado ********** (5), la autoridad administrativa 

tiene la carga de acreditar que la parte actora, durante el periodo 

que ocupo el cargo de Jefe de Departamento de Actividades 

Mercantiles (del ocho de diciembre de dos mil dieciséis al veintidós 

de febrero de dos mil diecisiete), estaban expeditas sus facultades 

para poder iniciar dichos trámites.   

 

Antes de entrar al análisis de las probanzas de cargo y 

descargo obrantes en el procedimiento administrativo de 

responsabilidad ********** (2), es necesario señalar que la 

autoridad demandada indebidamente realizó la valoración de las 

pruebas en términos de lo dispuesto en el Código Nacional de 

Procedimientos Penales, en razón de que dicho ordenamiento legal 

no es aplicable al caso, puesto que no es supletorio a la Ley de 

Responsabilidad de los Servidores Públicos del Estado de Baja 

California. 

 

Es así, en virtud de que que conforme a lo dispuesto 

por el artículo 6 de la Ley de Responsabilidades y artículo segundo 

transitorio, fracción IV, del Código de Procedimientos Penales para 

el Estado de Baja California publicado en el Periódico Oficial del 

Estado de Baja California el diecinueve de octubre de dos mil siete, 

a la fecha en que se emitió la resolución impugnada en el juicio, el 

Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja 

California publicado en el Periódico Oficial del Estado de Baja 

California el veinte de agosto de mil novecientos ochenta y nueve, 

seguía siendo el ordenamiento jurídico supletorio a la Ley de 

Responsabilidades. 

 

Consecuentemente, ante la aplicación incorrecta de la 

ley sobre la valoración de las pruebas obrantes en el 

procedimiento administrativo de responsabilidad que realizó la 

autoridad demanda en la resolución impugnada, esta Sala 

Especializada procederá a realizar la valoración correspondiente a 

fin de determinar sobre la legalidad o ilegalidad de dicha 

resolución. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis jurisprudencial 

2a./J. 94/2002 emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, que se reproduce a continuación:  



 

 

 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
CUANDO ANTE ÉL SE CONTROVIERTA UNA RESOLUCIÓN 

DICTADA EN UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN 
MATERIA DE RESPONSABILIDAD DE SERVIDORES PÚBLICOS, 
POR APLICACIÓN INCORRECTA DE LA LEY SOBRE VALORACIÓN 

DE PRUEBAS, DICHO ÓRGANO DEBERÁ DETERMINAR SI 
CUENTA CON ELEMENTOS SUFICIENTES PARA PRONUNCIARSE 

SOBRE LA LEGALIDAD O ILEGALIDAD DE AQUÉLLA, EN LA 
PARTE QUE NO SATISFIZO EL INTERÉS JURÍDICO DEL 
DEMANDANTE Y, EN SU CASO, RESOLVER SOBRE EL TEMA DE 

FONDO PROPUESTO, REALIZANDO LA VALORACIÓN 
CORRESPONDIENTE. Cuando ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa se controvierta la legalidad de una resolución 
dictada en un procedimiento administrativo por haber apreciado las 

pruebas atendiendo a las reglas del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, y no conforme al Código Federal de Procedimientos Penales (de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, vigente hasta el trece de 
marzo del dos mil dos), el citado tribunal, en atención a lo dispuesto 

en el tercer párrafo del artículo 197 y cuarto párrafo del diverso 
numeral 237, ambos del Código Fiscal de la Federación, deberá 
determinar si cuenta con elementos suficientes para pronunciarse 

sobre la legalidad de la resolución recurrida en la parte que no satisfizo 
el interés jurídico del demandante y, en tal caso, deberá pronunciarse 

sobre la legalidad o ilegalidad de la resolución impugnada (con 
independencia de que provenga del procedimiento administrativo o del 
recurso de revocación respectivo), analizando las circunstancias y 

agravios que confrontados con el valor que otorgue a las pruebas que 
obren en el expediente, lleven al pronunciamiento del fondo del 

asunto; por tanto en tales supuestos no deberá devolver los autos a la 
autoridad administrativa que conoció del procedimiento administrativo 
para que emita otra resolución, ya que dicho reenvío será dable ante la 

existencia de una violación formal cometida dentro del procedimiento 
administrativo que impida al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa contar con los elementos necesarios para pronunciarse 
al respecto, en cuyo caso deberá decretar la nulidad de la resolución 
impugnada precisando los efectos de ésta, para que una vez 

subsanada dicha violación, la autoridad administrativa emita la 
resolución que en derecho proceda, teniendo en cuenta que el 

procedimiento en materia de responsabilidad de servidores públicos no 
puede de ninguna manera quedar sin resolverse, pues atentaría contra 
el interés y el orden público. 

 
Época: Novena Época; Registro: 186094; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XVI, 

Agosto de 2002; Materia(s): Administrativa; Tesis: 2a./J. 94/2002; Página: 377. 

 

Precisado lo anterior, enseguida se analizan las 

probanzas obrantes en autos:   

 

De las constancias que integran el procedimiento 

administrativo ********** (2), aportado en autos en copia 

certificada (visible a fojas 178 de 592 de autos), de eficacia 

demostrativa plena, conforme a lo dispuesto por los artículos 285, 

fracción III, 322, fracción V, 323 y 405 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California, de 

aplicación supletoria, en términos del artículo 30, tercer párrafo, 

de la Ley del Tribunal, se advierte que obran las siguientes 

pruebas documentales: 



 

 

 

1.- Informe de autoridad rendido por la Directora de 

Administración Urbana del XXI Ayuntamiento de Tijuana el 

veinticuatro de octubre de dos mil dieciséis, en el que informó lo 

siguiente (fojas 191 a 192 de autos):  

 

- Que el veintinueve de agosto de dos mil dieciséis la 

persona moral ********** (4), ingresó ante la Dirección a 

su cargo el trámite para la revisión, análisis de factibilidad 

de regularización de licencia anual de anuncio auto soportado 

de propaganda comercial tipo espectacular en el ********** (5); 

realizando por parte del Departamento de Actividades Mercantiles 

el procedimiento correspondiente y efectuado una respuesta en 

proceso de fecha once de octubre del mismo año, donde se le 

solicitó una serie de requisitos faltantes para poder obtener la 

licencia solicitada. 

 

- Que el doce de agosto de dos mil dieciséis, fue 

recibido escrito con folio ********** (7) mediante el cual 

********** (1), en su carácter de propietaria del bien 

inmueble identificado ********** (5), peticionó la 

clausura del anuncio tipo espectacular descrito en el punto 

anterior dado que no había renovado el contrato de arrendamiento 

con el arrendatario del espacio de dicho espectacular; escrito al 

que recayó respuesta mediante oficio ********** (6) de cuatro 

de octubre de dos mil dieciséis en el cual se indica que no es 

posible proceder con lo solicitado ya que actualmente existe un 

trámite en proceso para dicha cartelera, manifestando además que 

en relación al contrato de arrendamiento renovado deberá acudir a 

la autoridad competente para resolver lo conducente. 

 

- Que derivado de lo anterior, ********** (1) solicitó 

reconsideración a la respuesta emitida en oficio ********** (6), 

ratificándose dicha respuesta mediante oficio ********** (6) de 

diecisiete de octubre de dos mil dieciséis. 

 

2.- Copia certificada del escrito de doce de agosto de dos 

mil dieciséis, suscrito por ********** (1), en el que solicitó a la 

Jefa del Departamento de Actividades Mercantiles de la 

Dirección de Administración Urbana la clausura del anuncio 

tipo espectacular ubicado en el predio ********** (5) (foja 

201 de autos). 

 

3.- Copia certificada del oficio ********** (6) de cuatro 

de octubre de dos mil dieciséis, suscrito por la Jefa del 

Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección de 

Administración Urbana, en el que se informó a ********** (1) 



 

 

que no era posible proceder a la clausura del anuncio tipo 

espectacular ubicado en el predio ********** (5), en razón 

que dentro de los archivos del citado departamento se logró 

encontrar trámite en proceso para la obtención de licencia de un 

anuncio tipo cartelera espectacular, solicitado por la moral 

denominada ********** (4), quien ha estado dando seguimiento 

al trámite y no ha cumplido con la totalidad de los requisitos para 

la expedición de la licencia (foja 199 de autos). 

 

4.- Copia certificada del escrito de doce de octubre de dos 

mil dieciséis, signado por ********** (1), por el cual interpuso 

recurso de reconsideración en contra del oficio ********** 

(6) de cuatro de octubre de dos mil dieciséis (fojas 194 a la 196 de 

autos). 

 

5.- Copia certificada del oficio ********** (6) de 

diecisiete de octubre de dos mil dieciséis, suscrito por la Jefa del 

Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección de 

Administración Urbana, en el que resuelve el recurso de 

reconsideración interpuesto por ********** (1) en contra 

del oficio ********** (6), ratificándose en todos sus 

elementos el contenido del citado oficio (foja 193 de autos). 

 

6.-Copia certificada de la solicitud de renovación de 

licencia de anuncio ubicado en el predio ********** (5) por 

parte de ********** (4), con sello de recibido de veintinueve 

de agosto de dos mil dieciséis por parte de la Dirección de 

Administración Urbana del Ayuntamiento de Tijuana (foja 205 de 

autos). 

 

7.- Copia certificada del oficio ********** (6) de veinte 

de septiembre de dos mil dieciséis relativo al expediente 

********** (2), signado por la Jefa del Departamento de 

Actividades Mercantiles de la Dirección de Administración Urbana, 

el cual, en respuesta al trámite de renovación de anuncio tipo 

cartelera espectacular de la persona moral ********** (4), se le 

previno para que en un término de veinte días hábiles a partir de 

su notificación, presentara la documentación solicitada en el oficio, 

bajo apercibimiento de que, de hacer caso omiso, se desecharía el 

trámite y debería iniciarlo nuevamente (foja 207 de autos). 

 

8- Copia certificada del oficio ********** (6) de once de 

octubre de dos mil dieciséis relativo al expediente ********** 

(2), signado por la Jefa del Departamento de Actividades 

Mercantiles de la Dirección de Administración Urbana, el cual, en 

respuesta al trámite de renovación de anuncio tipo cartelera 

espectacular de la persona moral ********** (4), se le previno 



 

 

para que en un término de veinte días hábiles a partir de su 

notificación, presentara la documentación solicitada en el oficio, 

bajo apercibimiento de que de hacer caso omiso, se desecharía el 

trámite y debería iniciarlo nuevamente (foja 204 de autos). 

 

9.- Copia certificada del oficio ********** relativo al 

expediente ********** (2), signado por la Jefa del Departamento 

de Actividades Mercantiles de la Dirección de Administración 

Urbana, el cual, en respuesta al trámite de renovación de anuncio 

tipo cartelera espectacular de la persona moral ********** (4), 

se le previno para que en un término de veinte días hábiles a 

partir de su notificación, presentara la documentación solicitada en 

el oficio, bajo apercibimiento de que de hacer caso omiso, se 

desecharía el trámite y debería iniciarlo nuevamente (foja 275 de 

autos). 

 

10.- Informe de autoridad rendido el veinticinco de mayo 

de dos mil diecisiete por la Jefa del Departamento de Actividades 

Mercantiles de la Dirección de Administración Urbana, en el que 

informó que dentro de los archivos del expediente de la solicitud 

hecha por la moral ********** (4), para la obtención de licencia 

de anuncio de regularización por cartelera tipo espectacular, existe 

una respuesta en estatus de proceso, toda vez que no ha cumplido 

con la totalidad de los requisitos que la autoridad le ha requerido 

mediante oficio ********** (6), mismo que le fue notificado el 

diecisiete de mayo del mismo año (foja 327 de autos). 

 

11.- Informe de autoridad rendido por la Jefa del 

Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección de 

Administración Urbana el trece de febrero de dos mil dieciocho, 

por el cual informó que dentro de sus archivos obra como último 

seguimiento reingreso de documentación de trece de junio de dos 

mil diecisiete por parte de la moral ********** (4); que el 

veinticuatro de julio de dos mil diecisiete, mediante oficio 

********** (7) se informó el cabal cumplimiento del auto dictado 

el trece del mismo mes y año en el expediente ********** (2) 

del índice del Tribunal Unitario Contencioso Administrativo 

Municipal de Tijuana, Baja California, y; que la referida persona 

moral compareció como tercero perjudicado dentro del recurso de 

revisión interpuesto por ********** (1) ante dicho Tribunal, por 

lo que se encuentra impedida para realizar cualquier acto en tanto 

no se resuelva dicho recurso (foja 335 de autos). 

 

12.- Copia certificada del oficio ********** (6) de cuatro 

de julio de dos mil diecisiete, por el cual, la Jefa del Departamento 

de Actividades Mercantiles del Ayuntamiento de Tijuana, en 

cumplimiento a la resolución dictada en el expediente ********** 



 

 

(2) del índice del Tribunal Unitario Contencioso Administrativo 

Municipal de Tijuana, Baja California, se desechó de plano el 

trámite de solicitud de licencia para la operación de una 

cartelera tipo espectacular presentado por la moral 

********** (4), en razón que no subsanó la prevención 

impuesta en el oficio ********** (6) (foja 348 de autos). 

 

13.- Informe de autoridad rendido por la Jefa del 

Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección de 

Administración Urbana del XXII Ayuntamiento de Tijuana el 

veinticuatro de septiembre de dos mil dieciocho, por el cual 

informó lo siguiente (foja 361 de autos):  

 

- Que la fecha de vencimiento de la licencia que se 

pretendía revalidar por parte de la persona moral ********** (4), 

se trataba en realidad de un trámite de regularización de licencia 

anual de anuncio de propaganda comercial tipo espectacular, de 

acuerdo a la época y al ordenamiento correspondiente a la 

materia.  

 

-Que la vigencia era por un año a partir de la fecha del 

despacho de la licencia y con base a lo manifestado en dicha 

licencia expiró el quince de abril de dos mil catorce. 

 

- Que el trámite de revalidación permaneció en 

proceso, ya que la persona moral en cuestión compareció 

como tercero perjudicado dentro del recurso de revisión 

interpuesto por ********** (1) ante el Tribunal Unitario 

Contencioso Administrativo Municipal de Tijuana, Baja 

California. 

 

14.- Copia fotostática del oficio ********** (6) de 

quince de mayo de dos mil diecisiete, suscrito por la Jefa del 

Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección de 

Administración Urbana del Ayuntamiento de Tijuana, por el cual, 

en cumplimiento al resolutivo segundo de la resolución dictada el 

veinticinco de julio de dos mil diecisiete en el expediente 

********** (2) por el Juez del Tribunal Unitario de lo Contencioso 

Administrativo Municipal del Ayuntamiento de Tijuana, se da 

contestación al escrito de reconsideración de doce de agosto de 

dos mil dieciséis suscrito por ********** (1), informándole que 

el Departamento tendría que esperar a que fenezca el plazo 

otorgado a dicha persona moral mediante oficio 

********** (6) para realizar los actos tendientes a las 

medidas de sanción y de seguridad que contempla el propio 

Reglamento de Rótulos, en razón que se encontraba un 

expediente ante el citado departamento con motivo del trámite de 



 

 

solicitud de licencia de regularización por cartelera tipo  

espectacular por parte de la moral ********** (4), a efectos de 

no vulnerar su derecho de petición y/o expedición del trámite 

administrativo correspondiente, (foja 480 de autos). 

 

15.- Copia certificada del oficio ********** (3) de diez 

de abril de dos mil trece, signado por el Jefe del Departamento de 

Actividades Mercantiles, por el cual se autorizó la revalidación de  

la licencia del anuncio ubicado en el predio ********** (5) (foja 

362 de autos). 

 

Documentales que valoradas en términos de lo dispuesto 

por los artículos 214, 215 y 223 del Código de Procedimientos 

Penales, de aplicación supletoria de conformidad con el artículo 6 

de la Ley de Responsabilidades y artículo segundo transitorio, 

fracción IV, del Código de Procedimientos Penales para el Estado 

de Baja California publicado en el Periódico Oficial del Estado de 

Baja California el diecinueve de octubre de dos mil siete, son aptas 

para acreditar lo siguiente:  

 

a.- Que el diez de abril de dos mil trece, el Jefe del 

Departamento de Actividades Mercantiles del Ayuntamiento de 

Tijuana, mediante oficio ********** (3) autorizó la revalidación 

de  la licencia del anuncio ubicado en el predio ********** (5), a 

la empresa  ********** (4) (prueba indicada en el numeral 15). 

 

b.- Que el doce de agosto de dos mil dieciséis 

********** (1) peticionó ante la Jefa del Departamento de 

Actividades Mercantiles del Ayuntamiento de Tijuana  la clausura 

del anuncio tipo espectacular ubicado en el bien inmueble 

identificado ********** (5) (prueba indicada en el numeral 2). 

 

c.- Que el veintinueve de agosto de dos mil dieciséis 

la persona moral ********** (4), solicitó ante la Dirección de 

Administración Urbana del Ayuntamiento de Tijuana la renovación 

de licencia de anuncio ubicado en el predio ********** (5) 

(prueba indicada en el numeral 6). 

 

d.- Que el veinte de septiembre de dos mil dieciséis 

la Jefa del Departamento de Actividades Mercantiles de la 

Dirección de Administración Urbana mediante oficio ********** 

(6) previno a la persona moral ********** (4), para que en un 

término de veinte días hábiles a partir de su notificación, presente 

la documentación solicitada en dicho oficio a fin de continuar con 

el trámite de renovación de anuncio tipo cartelera espectacular 

(prueba indicada en el numeral 7). 

 



 

 

e.- Que el cuatro de octubre de dos mil dieciséis la 

Jefa del Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección 

de Administración Urbana mediante oficio ********** (6), 

contestó lo peticionado por ********** (1) en escrito de doce de 

agosto de dos mil dieciséis, en la que determinó que no era 

posible proceder a la clausura del anuncio tipo espectacular 

ubicado en el predio ********** (5), dado que dentro de los 

archivos del citado departamento se logró encontrar trámite en 

proceso para la obtención de licencia de un anuncio tipo cartelera 

espectacular, solicitado por la moral denominada ********** (4), 

quien ha estado dando seguimiento al trámite y no ha cumplido 

con la totalidad de los requisitos para la expedición de la licencia 

(prueba indicada en el numeral 3). 

 

f.- Que el once de octubre de dos mil dieciséis la Jefa 

del Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección de 

Administración Urbana mediante oficio ********** (6) previno a 

la persona moral “********** (4)”, para que en un término de 

veinte días hábiles a partir de su notificación, presente la 

documentación solicitada en dicho oficio a fin de continuar con el 

trámite de renovación de anuncio tipo cartelera espectacular 

(prueba indicada en el numeral 8). 

 

g.- Que el doce de octubre de dos mil dieciséis 

********** (1) interpuso recurso de reconsideración en 

contra del oficio ********** (6)  de cuatro de octubre de dos 

mil dieciséis  (prueba indicada en el numeral 4). 

 

h.- Que el diecisiete de octubre de dos mil dieciséis 

la Jefa del Departamento de Actividades Mercantiles de la 

Dirección de Administración Urbana, mediante oficio ********** 

(6), resolvió el recurso de reconsideración interpuesto por 

********** (1), determinando ratificar en todos sus elementos 

el contenido del oficio ********** (6) impugnado (prueba 

indicada en el numeral 5). 

 

i.- Que el diecisiete de mayo de dos mil diecisiete se 

notificó a la persona moral ********** (4), oficio ********** 

(6) relativo al expediente ********** (2), signado por la Jefa del 

Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección de 

Administración Urbana, por el cual se le previno para que en un 

término de veinte días hábiles a partir de su notificación, presente 

la documentación solicitada en el oficio, bajo apercibimiento de 

que de hacer caso omiso, se desechará el trámite de renovación 

de anuncio tipo cartelera espectacular y deberá iniciarlo 

nuevamente (prueba indicada en el numeral 9). 

 



 

 

j.- Que el cuatro de julio de dos mil diecisiete la Jefa 

del Departamento de Actividades Mercantiles del Ayuntamiento de 

Tijuana mediante oficio ********** (6) y en cumplimiento a la 

resolución dictada en el expediente ********** (2) del índice del 

Tribunal Unitario Contencioso Administrativo Municipal de Tijuana, 

desechó de plano el trámite de solicitud de licencia para la 

operación de una cartelera tipo espectacular presentado 

por la moral ********** (4), en razón que no subsanó la 

prevención impuesta en el oficio ********** (6) (prueba indicada 

en el numeral 12). 

  

Conforme a los hechos antes reseñados y debidamente 

acreditados en el procedimiento de responsabilidad administrativa 

********** (2), se aprecia que se presentaron circunstancias que 

obstaculizaron que la obligación de la parte actora prevista en el 

artículo 46 del Reglamento de Rótulos, consistente en ordenar el 

retiro del anuncio tipo espectacular ubicado en el bien inmueble 

identificado ********** (5), se encontrara expedita para 

ejercerla. 

 

Las circunstancias que se indican, consistieron en lo 

siguiente: 

 

- Que la Jefa del Departamento de Actividades Mercantiles 

de la Dirección de Administración Urbana, previo a que la actora 

ostentara el citado cargo, había resuelto que no procedía la 

petición de ********** (1), propietaria del bien inmueble 

********** (5), respecto a clausurar el anuncio tipo espectacular 

ubicado en el referido predio, en atención a que se encontraba en 

trámite solicitud de revalidación de licencia por parte de la moral 

********** (4) 

 

- Que el trámite de revalidación de licencia del anuncio 

tipo espectacular ubicado en el bien inmueble identificado 

********** (5) por parte de la citada moral se encontraba 

pendiente de resolución. 

 

En efecto, como quedó precisado en párrafos 

precedentes, la obligación prevista en el artículo 46 del 

Reglamento de Rótulos se encuentra condicionada a que la licencia 

del anuncio se encuentre vencida, que ésta no se hubiere 

renovado y a que el titular del anuncio o propietario del predio 

donde se encuentra instalado se abstenga de retirar el anuncio. 

 

En el caso, al existir un pronunciamiento previo por parte 

de la entonces Jefa del Departamento de Actividades Mercantiles 

de la Dirección de Administración Urbana mediante oficio 



 

 

********** (6), por el cual se resolvió el recurso de 

reconsideración interpuesto por la propietaria del predio donde se 

encontraba el anuncio espectacular y en el que se determinó 

ratificar el contenido del diverso ********** (6) de cuatro de 

octubre de dos mil dieciséis, por el cual se señaló que no procedía 

clausurar el referido anuncio ya que estaba en trámite la 

revalidación de la licencia por parte de  ********** (4), no 

estaba expedita la facultada de la actora para cancelar y retirar el 

anuncio, en razón que dicha resolución impedía que se procediera 

a la clausura hasta en tanto no se resolviera el trámite de 

revalidación de licencia, en virtud que dicha resolución goza de la 

presunción de legalidad que revisten los actos administrativos 

mientras no se desvirtuara dicha presunción. 

 

Asimismo, durante el periodo que el actor fungió como 

Jefe del Departamento de Actividades Mercantiles de la Dirección 

de Administración Urbana del Ayuntamiento de Tijuana (ocho de 

diciembre de dos mil dieciséis al veintidós de febrero de dos 

mil diecisiete), se encontraba en trámite la solicitud de 

renovación de licencia del citado anuncio por parte de la persona 

moral ********** (4), el cual inicio el veintinueve de agosto de 

dos mil dieciséis y concluyó el cuatro de julio de dos mil 

diecisiete, fecha en que se desechó el referido trámite. 

 

Aunado a lo anterior, existen indicios en el procedimiento 

administrativo de responsabilidad de que ********** (1) 

interpuso recurso de revisión ante el Tribunal Unitario Contencioso 

Administrativo Municipal de Tijuana, Baja California en contra del 

oficio ********** (6), en razón que de los informes de autoridad 

rendidos el trece de febrero y veinticuatro de septiembre de dos 

mil dieciocho por la Jefe del Departamento de Actividades 

Mercantiles de la Dirección de Administración Urbana (visibles a fojas  

335 y 361 de autos), informó que ********** (4), compareció como 

tercero en el expediente ********** (2) tramitado ante dicho 

Tribunal con motivo del recurso de revisión interpuesto por 

********** (1) y que el trámite de revalidación de la licencia 

permaneció en proceso hasta en tanto no se resolviera lo 

conducente en el expediente de referencia. 

 

Por lo tanto, se sostiene que ante dichas circunstancias no 

se encontraban expeditas las facultades de la parte actora para 

ordenar la cancelación y el retiro del anuncio espectacular, ya que 

durante el periodo que fungió como Jefe del Departamento de 

Actividades Mercantiles de la Dirección de Administración Urbana 

del Ayuntamiento de Tijuana no se podía actualizar la obligación 

impuesta en el artículo 46 del Reglamento de Rótulos ya que al 

estar en trámite la renovación de la licencia, no existía un 



 

 

pronunciamiento en el que se decidiera si se concedía o no dicha 

renovación, para poder proceder al retiro del anuncio por parte de 

la autoridad municipal conforme al precepto legal invocado. 

 

En consecuencia, se concluye que en el presente asunto 

que no se actualizan las faltas administrativas previstas en el 

artículo 46, primer párrafo y fracción XXV, de la Ley de 

Responsabilidades, ésta última en relación con el artículo 46 del 

Reglamento de Rótulos, consistentes en que la actora omitió 

cancelar y retirar el anuncio tipo cartelera luminosa número 

********** (3) otorgada a la empresa ********** (4), en razón 

que durante su periodo en el cargo de Jefe del Departamento de 

Operatividad de Actividades Mercantiles del Ayuntamiento de 

Tijuana no estaban expeditas sus facultades para actuar conforme 

lo expuesto en el presente fallo.  

 

Sin que pase desapercibido que la persona moral 

********** (4), presentó su solicitud de renovación de la licencia 

de anuncio tipo espectacular fuera del plazo previsto en el artículo 

46 del Reglamento de Rótulos; sin embargo, lo anterior no es un 

obstáculo para determinar que la parte actora se encontraba 

expedita su facultad para dar trámite a la cancelación y retiro del 

anuncio, en razón que la autoridad administrativa estaba obligada 

a resolver sobre la procedencia o improcedencia de dicha solicitud 

previo a poder determinar la cancelación y retiro del referido 

anuncio, aunado a que los artículos 4, fracciones LX y LXI, y 48, 

del citado Reglamento, de subsecuente inserción, permiten la 

renovación extemporánea y la regularización de los anuncios ya 

instalados.  

 

“ARTÍCULO 4.- Para los efectos del presente Reglamento, se considera 
como: 

 
(…) 
 

LX. RENOVACIÓN EXTEMPORÁNEA: Trámite para ratificación y 
autorización de un anuncio ya instalado y registrado el año anterior 

realizado en fecha posterior a lo establecido en las leyes y reglamentos 
aplicables;  
 

LXI. REGULARIZACIÓN: Trámite realizado ante el Municipio para la 
obtención de la licencia o permiso correspondiente en un anuncio ya 

instalado que no cuente con ellos previamente, (dicho trámite no obliga 
a la autoridad a otorgar la licencia); 
 

(…)” 
 

“ARTÍCULO 48.- En el caso de los anuncios ya instalados y para 
efectos de su regularización, será indispensable lo siguiente: 
 

Se requiere licencia de la Presidencia Municipal, a través de la 
DIRECCIÓN para cualquier rotulo, letrero, aviso, dibujo, emblema o 

cualquier otro signo con fines de propaganda comercial o de cualquier 



 

 

otra índole, en cualquier lugar de la ciudad o del campo, dentro del 

Municipio de Tijuana, excepto los que este Reglamento indique.  
 

La solicitud para licencia de anuncios deberá estar acompañada de los 
requisitos establecidos para el tipo de anuncio que se prevé en este 
Reglamento; así como por el comprobante de pago por concepto de 

regularización, el cual tendrá una vigencia de un año a partir de la 
fecha de pago.” 

 

Por otra parte, tampoco pasa desapercibido que la 

Síndica Procuradora al contestar la demanda, en relación a la 

valoración de las pruebas, alegó que son desacertadas las 

manifestaciones de la parte actora, toda vez que recabaron toda 

la información necesaria de las diversas dependencias para 

acreditar la responsabilidad administrativa, por lo que no es 

válido que diga que la autoridad realizó una incorrecta 

valoración de las pruebas, dado que tuvo acceso al expediente 

administrativo y estaba en aptitud de revisar las pruebas e 

inconformarse con ellas. 

 

Sin embargo, el argumento esgrimido es infundado, 

en virtud de que, como ha quedado precisado en la presente 

resolución, con los medios probatorios aportados en el 

procedimiento administrativo de responsabilidad administrativa 

********** (2) no se acreditan las faltas administrativas 

imputadas a la parte actora. 

 

Por lo antes expuesto, se concluye que la resolución 

impugnada carece de legalidad, ya que no se aplicaron las 

disposiciones debidas, en razón que al no existir elementos 

objetivos de responsabilidad administrativa en contra de la parte 

actora, se debió haber determinado la inexistencia de 

responsabilidad administrativa, en términos del artículo 66, 

fracción VIII, de la Ley de Responsabilidades,  actualizándose la 

causal de nulidad prevista en el artículo 83, fracción IV, de la 

Ley del Tribunal, lo que conlleva a declararla nula. 

 

En las relatadas condiciones, con fundamento en el 

artículo 83, fracción IV, de la Ley del Tribunal, se declara la 

nulidad de la resolución dictada el primero de abril de dos mil 

diecinueve por la Síndica Procuradora en el expediente 

administrativo de responsabilidad ********** (2), únicamente 

por lo que hace al servidor público ********** (1) 

 

Es así que, al ser fundado el quinto motivo de 

inconformidad examinado, resulta innecesario el estudio del resto 

de los conceptos de nulidad expuestos por el actor, ya que de 

resultar fundados en nada variaría el sentido del presente fallo, sin 

que ello implique desatender el principio de exhaustividad. 



 

 

 

EFECTOS:  

 

Con fundamento en el artículo 84 de la Ley del Tribunal, 

se condena a la Síndica Procuradora a lo siguiente:  

 

1.- Dicte un proveído en el que deje sin efectos la 

resolución declarada nula, únicamente por lo que  hace a 

********** (1). 

 

2.- Ordene se tilden las anotaciones en los libros 

correspondientes, así como en el expediente personal de la parte 

actora. 

 

3.- Gire oficios a la Dirección Jurídica de 

Responsabilidades y Situación Patrimonial de la Secretaría de la 

Honestidad y la Función Pública del Estado de Baja California, al 

Oficial Mayor del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, y al 

Titular de la Secretaría de Desarrollo Territorial, Urbano y 

Ambiental del citado Ayuntamiento, antes Secretaría de Desarrollo 

Urbano y Ecología Municipal, en los que les haga saber el sentido 

del presente fallo. 

 

Cabe precisar que no procede condenar a la autoridad a 

que reinstale a la parte actora en el cargo de Jefe del 

Departamento de Operatividad de Actividades Mercantiles, en 

atención a las siguientes consideraciones. 

 

El artículo 84 de la Ley del Tribunal establece que para 

salvaguardar el derecho del afectado, la sentencia que declare 

fundada la pretensión del demandante dejará sin efectos el acto o 

resolución impugnada; ésta fijará, además, los términos de la 

resolución que en su caso deba dictar la autoridad demandada y, 

en casos de sentencia de condena, se ordenará también a la 

autoridad demandada el hacer, el no hacer o el dar que 

correspondan, como consecuencia de la nulidad del acto o 

resolución impugnada. 

 

Obra en autos del procedimiento de responsabilidad 

********** (2) copia certificada del formato de movimiento de 

personal signado por el Director de Recursos Humanos de Oficialía 

Mayor del Ayuntamiento de Tijuana, en el que se advierte que 

causo baja el veintidós de febrero de dos mil diecisiete con motivo 

de destitución (foja 372 de autos). 

 

Asimismo, obra copia certificada del oficio ********** (6) 

suscrito por la Directora de Responsabilidades de la Sindicatura 



 

 

Procuradora del citado ayuntamiento, por el que remitió al Oficial 

Mayor del Ayuntamiento de Tijuana copia certificada de la 

resolución dictada en el expediente ********** (6), adjuntado 

copia de los resolutivos, advirtiéndose del resolutivo tercero que se 

sancionó a la parte actora con destitución del cargo, empleo o 

comisión dentro de la administración pública municipal, así como 

sanción de inhabilitación para obtener y ejercer un empleo, cargo 

o comisión en el servicio público por el término de dos años (fojas 

373 a 377 de autos). 

 

Documentales de eficacia demostrativa plena, conforme a 

lo dispuesto por los artículos 285, fracción III, 322, fracción V,  

323 y 405, del Código Civil Adjetivo, de aplicación supletoria, con 

fundamento en el artículo 30, tercer párrafo, de la Ley del 

Tribunal, por lo que se tiene acreditado que la parte actora fue 

destituida del cargo con motivo de la resolución dictada en el 

procedimiento de responsabilidad administrativa ********** (6) 

previo a la sanción de inhabilitación impuesta en la resolución 

declarada nula por este Tribunal, de ahí que resulte improcedente 

condenar a su reinstalación, en razón que la destitución de su 

cargo no fue con motivo de la resolución impugnada, declarada 

nula en el presente fallo. 

 

Por lo tanto, no se actualiza el supuesto previsto en el 

artículo 84 invocado, en virtud que no hay un derecho afectado 

que salvaguardar, porque la destitución del cargo que ocupaba 

ocurrió cuando todavía no se había emitido la sanción de 

inhabilitación impugnada en el presente juicio, por lo que 

jurídicamente la destitución del cargo que ostentaba no puede 

derivar de dicha sanción. 

 

Respecto a la pretensión de la parte actora que se le 

cubra indemnización por daños y perjuicios, disculpa pública en 

cabildo y medios de comunicación de mayor circulación en la 

región en el Estado de Baja California, se precisa que la Ley del 

Tribunal no contempla el pago de daños y perjuicios, quedando a 

salvo sus derechos de reclamar dicho pago a través del 

procedimiento previsto en la Ley de Responsabilidad Patrimonial 

para el Estado y Municipios de Baja California, de considerar que la 

autoridad demandada cometió una actividad administrativa 

irregular. 

 

Por lo que hace a la disculpa pública en cabildo y medios 

de comunicación de mayor circulación en la región en el Estado de 

Baja California, resulta improcedente condenar a que se realice 

dicha disculpa pública en virtud que no se acredita en autos que se 



 

 

haya desprestigiado a la parte actora con motivo de la resolución 

impugnada declarada nula por este Tribunal. 

 

Por lo antes expuesto y fundado, con fundamento en el 

artículo 82 de la Ley del Tribunal, se… 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- Es fundado lo alegado en el quinto motivo de 

inconformidad analizado en el presente fallo, consecuentemente; 

 

SEGUNDO.- Se declara la nulidad de la resolución 

dictada el primero de abril de dos mil diecinueve por la Síndica 

Procuradora del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, en el 

expediente administrativo de responsabilidad ********** (2), 

únicamente por lo que hace al servidor público ********** (1). 

 

TERCERO.- Se condena a la Síndica Procuradora del 

Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, a lo siguiente:  

 

1.- Dicte un proveído en el que deje sin efectos la 

resolución declarada nula, únicamente por lo que hace al servidor 

público ********** (1). 

 

2.- Ordene se tilden las anotaciones en los libros 

correspondientes, así como en el expediente personal de la parte 

actora. 

 

3.- Gire oficios a la Dirección Jurídica de 

Responsabilidades y Situación Patrimonial de la Secretaría de la 

Honestidad y la Función Pública del Estado de Baja California, al 

Oficial Mayor del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, y al 

Titular de la Secretaría de Desarrollo Territorial, Urbano y 

Ambiental del citado Ayuntamiento, en los que les haga saber el 

sentido del presente fallo. 

 

Notifíquese personalmente a la parte actora y por 

oficio a la autoridad demandada. 

 

Así lo resolvió la licenciada Leticia Castro Figueroa, Primer 

Secretaria de Acuerdos de la Sala Especializada en materia de 

Responsabilidades Administrativas y Combate a la Corrupción del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, quien 

actúa en funciones de Magistrada por ministerio de ley, según 

designación hecha mediante acuerdos de Pleno de este órgano 

jurisdiccional de treinta y uno de marzo, veintinueve de mayo, 

treinta de junio y siete de agosto de dos mil veinte, en términos de 



 

 

lo dispuesto por los artículos 10 y 18, fracción X, de la Ley del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California, y firmó ante la presencia del Secretario de Acuerdos, 

licenciado Luis Javier González Moreno, quien da fe. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

“1.- ELIMINADO: Nombre de persona física, con 23 renglones. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial 

se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles , los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede 

difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su 

titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“2.- ELIMINADO: Número de expediente, con 17 renglones. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial 

se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles , los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede 

difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su 

titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“3.- ELIMINADO: Número de licencia para cartelera luminosa, con 7 

renglones. Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles , los cuales 

conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.” 

 

“4.- ELIMINADO: Denominación Social, con 31 renglones. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia 



 

 

y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial 

se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles , los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede 

difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su 

titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“5.- ELIMINADO: Domicilio, con 19 renglones. Fundamento legal: 

artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 

171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial 

se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles , los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede 

difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su 

titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“6.- ELIMINADO: Número de Oficio, con 31 renglones. Fundamento 

legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 

171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial 

se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles , los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede 

difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su 

titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“7.- ELIMINADO: Número de Folio, con 2 renglones. Fundamento 

legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 

171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 



 

 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial 

se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles , los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede 

difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su 

titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

 

 

 

 

 

 
 


